
PROYECTO DE LEY



El Senado y la H. Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de


LEY

Responsabilidad Civil de Funcionarios Públicos

Artículo 1º: La presente ley tiene por objeto hacer efectivas las responsabilidades      ---------------- civiles de los funcionarios y agentes públicos provinciales, según lo prescripto por el  artículo 103° inciso 8 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.

Artículo 2º: En todas  las demandas que se promuevan contra la Provincia o sus         ---------------- organismos autárquicos o descentralizados   por resarcimiento de daños y perjuicios derivados de actos ilícitos imputables a sus funcionarios o agentes públicos, será obligación del Fiscal de Estado solicitar la citación al juicio de aquellos




Artículo 3º: La citación  obligatoria establecida en el artículo anterior será de                  ----------------- aplicación para los  casos comprendidos dentro del artículo 2º inciso 4, artículo 12° inciso 3, artículo 14° inciso d y en el artículo 20 del Código Procesal Contencioso Administrativo de la Provincia de Buenos Aires,  ley 12008 y sus modificatorias.

Artículo 4°: La citación  del Funcionario o Agente público como tercero de----------------intervención obligada, suspenderá el procedimiento hasta su comparecencia o hasta el vencimiento del plazo que se le hubiese fijado para comparecer.          


Artículo 5º: En todos los supuestos la sentencia dictada después de la                           ----------------  intervencióndel tercero, o de su citación en su caso, lo afectará como a los litigantes principales. 

Artículo 6°: Determinada en la sentencia la responsabilidad civil del Estado----------------  Provincial, sus Organismos  Autárquicos o descentralizados y la del o los Funcionarios o Agentes públicos que hayan sido litis–consortes pasivos en el juicio, luego de excutidos los bienes de éstos últimos, el Estado Provincial responderá por el todo, en caso de que el o los funcionarios o agentes públicos condenados hubieren resultado insolventes por sus porciones viriles en la deuda. 



Artículo 7º: En los casos que según lo prescripto en el artículo anterior el Estado----------------Provincial haya pagado la totalidad o parte de lo que correspondiere a los funcionarios o agentes públicos condenados,   la reglamentación de la presente ley  deberá instrumentar  un mecanismo para hacer efectivo el reembolso de dicho pago  a través de la retención de haberes. 

Artículo 8º: El Fiscal de Estado de la Provincia deberá remitir a las Cámaras de              ---------------- Senadores y Diputados un informe semestral referido al estado de los  juicios que den lugar a la aplicación de la presente ley. Dicho informe deberá ser publicado en  Internet. 

Artículo 9º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
---------------





FUNDAMENTOS

Construir un Estado Provincial ajustado a   derecho y justicia debe ser nuestra  meta como sociedad. Esto es, Estado responsable, donde cada administrador público y cada administrado sea consciente que el mismo es patrimonio de todos y única herramienta para lograr nuestro tan lejano bienestar general. 
Escribirlo no es tarea difícil, ponerlo en práctica en cambio es algo más profundo que implica un largo proceso de transformación  que puede llevar muchos años,  la cuestión radica en que todos los pasos a seguir tengan una relación causal lógica que apunten a un único fin: lograr un cambio sólido de base en nuestro Estado Provincial   que implique la modificación y perfeccionamiento de aquellas cuestiones medulares que, como la responsabilidad patrimonial de los funcionarios públicos, han sido tema esquivo para nuestros gobernantes.      
	 En el proceso histórico de responsabilidad del Estado hemos ido desde la irresponsabilidad absoluta del mismo  hasta  la responsabilidad plena que hoy se observa. Lamentablemente, la responsabilidad del funcionario público no ha seguido los mismos pasos, pues existe una seria reticencia política y Judicial  para hacer efectiva dicha responsabilidad. Es así que  nos encontramos con un Estado provincial que paga sumas millonarias como consecuencia del actuar de sus funcionarios y éstos no responden de manera alguna por sus  actos generadores de dicha  responsabilidad.
Deviene entonces injusto que los fondos públicos se vean seriamente afectados por el actuar negligente de nuestros funcionarios, quienes si sintieran en carne propia las consecuencias  de sus actos seguramente  modificarían la forma de desenvolverse a la hora de tomar decisiones que puedan derivar en el menoscabo del erario público.           
  En este sentido el presente proyecto pretende abordar la cuestión de la  responsabilidad patrimonial, no sólo como una medida de preservación del patrimonio provincial, sino también como una forma  preventiva del accionar de los administradores públicos, los que serían citados a juicio en las causas que se inicien contra la provincia por el actuar ilícito de los mismos. 
Es así que, ante la delicada situación social y asumiendo un fuerte compromiso con ello, debemos contribuir al establecimiento de  un Estado Provincial responsable, esto es, con estructuras legales y operativas diseñadas para dar respuesta efectiva a las necesidades bonaerenses, asegurar la transparencia, diligencia y pericia  de cada decisión y la existencia de funcionarios con nombre y apellido a quien exigir explicaciones.         
	



RESPONSABILIDAD  DEL ESTADO Y DEL FUNCIONARIO PÚBLICO EN NUESTRA CONSTITUCIÓN PROVINCIAL.


Más allá de todo debate  acerca del encuadre legal que merezca el tema de la responsabilidad estatal, compartimos el criterio señalado por el Dr. Carlos Andreucci (1), que establece que la responsabilidad del Estado, por su actuación en el ámbito del Derecho Público, pertenece al Derecho administrativo de carácter local.
	En éste sentido las constituciones provinciales han incorporado a su texto cláusulas que expresamente reconocen la Responsabilidad de su Estado  y/ o de sus Funcionarios Públicos. 
	La Carta Magna de la Provincia de la Provincia de Buenos, si bien no contiene norma expresa que responsabilice al Estado Provincial, si lo hace respecto de sus funcionarios, citamos en éste sentido su artículo 57 el que sostiene expresamente que  “... Los individuos que sufran los efectos de toda orden que viole o menoscabe estos derechos, libertades y garantías, tienen acción civil para pedir las indemnizaciones por los perjuicios que tal violación o menoscabo les cause, contra el empleado o funcionario que la haya autorizado o ejecutado.”
	Concordantemente con el artículo anteriormente citado se establece dentro de las atribuciones del Poder Legislativo ( art. 103 inc 8º) “Dictar leyes estableciendo los medios de hacer efectivas las responsabilidades civiles de los funcionarios públicos”, atribución ésta que ha motivado la realización del presente proyecto legislativo, cuyo objetivo central es lograr el reembolso a las arcas  fiscales  de aquellos montos pagados como consecuencia de   sentencias que deriven de actos ilícitos de  funcionarios y agentes de la administración pública provincial. 
	En cuanto al régimen municipal debemos hacer mención al artículo 194 de nuestra Constitución Provincial que responsabiliza personalmente a los funcionarios y empleados municipales. Reglamentando el citado artículo,  la Ley Orgánica de las Municipalidades dedica todo un capitulo a la “Responsabilidad de los miembros y Empleados Municipales”, donde se establece como principio general la Responsabilidad de los mismos, la que adquiere cuatro formas: Responsabilidad política, civil, penal y administrativa. En relación con el presente proyecto, cabe destacar que la ley en cuestión, regula expresamente la acción de repetición en su artículo 245 al decir: “ Cuando la Municipalidad fuere condenada en juicio a pagar daños causados a terceros por actos personales de sus funcionarios, accionará regresivamente contra estos a los efectos del resarcimiento. Si dicha acción no hubiera sido iniciada, el Tribunal de Cuentas, al pronunciarse sobre la rendición que contenga el pago, decidirá si el resarcimiento procede y fijará su monto obligando a los funcionarios.”
	Por último, en relación a la regulación de la responsabilidad del estado y/o del funcionario, debemos advertir que si bien  la mayoría de las provincias han regulado el tema con distintos matices y la Nación en su Constitución  no contiene cláusula expresa al respecto, la cuestión no difiere en lo que hace a sus principios inspiradores tales como:  el afianzamiento de la justicia, garantía del derecho a la propiedad, la igualdad como base del impuesto y de las cargas públicas, el respeto por los derechos adquiridos, garantía de la libertad etc., todo lo cual ha dado  nacimiento al deber de reparar mediante una compensación o indemnizaciones por aquellos daños causados  a los administrados.       
	

RESPONSABILIDAD DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS

	Siguiendo la doctrina clásica encabezada por el destacado autor Marienhoff (3), la responsabilidad del funcionario se clasifica en: Penal, administrativa,  política y Civil.  
1. La  responsabilidad penal del Funcionario nace ante la existencia de un acto irregular que se encuentre tipificado en el código Penal o por leyes penales específicas, o sea  que dicha responsabilidad sólo nacerá cuando la conducta del  funcionario encuadre típicamente en algunas de las reprimendas establecidas por la norma penal.  En tal sentido la Ley de Fondo establece en su art. 77 el alcance de la expresión “funcionario pùblico”, para luego en su Título IX , -principalmente en sus capítulos IV, V, VII, VIII; IX y IXbis y X –contemplar distintos ilícitos que acarrean la responsabilidad de dichos funcionarios,  sin olvidar otras figuras presentes en esta ley que lo involucran igualmente como en el caso de las previsiones estipuladas en el Titulo VI , Capìtulo IV de dicho texto legal.-  
1. .La responsabilidad administrativa tiene lugar ante la existencia de una irregularidad por incumplimiento de lo deberes propios inherentes a su calidad de funcionario público, haciéndose efectiva mediante la potestad  disciplinaria. 
El  Dr. J Comadira (4),en alusión al tratamiento normativo  nacional de responsabilidad disciplinaria,  define esta última  como “ el sistema de consecuencias jurídicas de índole sancionatorio represivo que,  aplicable por la propia administración pública en ejercicio de poderes inherentes, el ordenamiento jurídico imputa, en el plano de la relación de función o  empleo público, a las conductas de agentes o ex agentes estatales violatorias de deberes o prohibiciones exigibles o impuestos, respectivamente, por las normas reguladoras de aquella relación con el fin de asegurar, con inmediatez, el adecuado funcionamiento de la Administración Pública”. 
Asimismo el autor citado, aclara que las conductas aprehendibles por el reproche pueden ser de agentes o ex agentes estatales, comprendiendo, en su ámbito, no sólo a los amparados por la estabilidad- y a los eventualmente equiparados a éstos (V.g. contratados o personal de gabinete, artículo 27 ley 25164) sino, también a los funcionarios denominados políticos.
En la provincia de  Buenos Aires, en relación al tema  en tratamiento, la responsabilidad administrativa se encuentra regulada para los agentes de la administración pública en la ley ( nº 10430) de empleo público provincial artículos 80 y  subsiguientes de la misma. Cuestión también prevista en similares términos para los empleados pertenecientes a la administración pública municipal (artículo 67 y Subsiguientes ley 11757). 
A los fines de hacer efectivas la responsabilidad administrativa, ambas leyes regulan un procedimiento especial denominado “Sumario Administrativo” el que tiene por objeto determinar  las sanciones aplicables a los agentes involucrados, si así correspondiera. 
Por otra parte, en al ámbito provincial tenemos los juicio de cuentas y el juicio de responsabilidad. El primero de ellos,  según definición del Cdor. Deluca (5),  se puede conceptualizar  como la opinión técnica, basada en los principios de la disciplina contable, que se refiere a la confiabilidad de la documentación que informa sobre la situación económica, financiera y patrimonial de la hacienda pública y cuenta con el  respaldo crítico y sistemático de los respectivos estados contables. Dicho juicio tiene por función examinar el manejo de los fondos del estado obligando la ley a determinados funcionarios a “ Rendir Cuenta” de la utilización o destino de  los mismos. ( art. 64 y SS Ley  7764 de Contabilidad de la Provincia de Buenos Aires ).
El juicio de responsabilidad, según el autor  GiulianiFonrouge (6) , tiene por objeto investigar hechos ajenos a rendiciones de cuentas, que ocasionaren perjuicios al Estado, estableciendo las responsabilidades en que hubieren podido haber incurrido los estipendiarios de aquél. Este procedimiento se origina en  dos supuestos: 1- por denuncia de reparticiones  o agentes estatales, o de terceras personas; 2- de oficio, cuando el Tribunal de Cuentas cuando considere que existen irregularidades susceptibles de incurrir en responsabilidad. 
Por último  en materia de responsabilidad administrativa, en el ámbito municipal el artículo 242 de la Ley Orgánica de las  Municipalidades establece que “ La responsabilidad administrativa de los funcionarios será determinada y graduada en su alcance por los órganos creados con tal finalidad y por el Tribunal de Cuentas, este último en todo lo concerniente a la actividad económico financiera de los municipios y a la preservación de sus patrimonios.”                  
3- La responsabilidad política tiene lugar cuando la transgresión pone en juego el interés general de la sociedad. 
Se trata de la responsabilidad de los gobernantes por motivos primordialmente políticos, siendo privativa de ciertos funcionarios que ocupan cargos jerárquicamente superiores en las diversas ramas del gobierno, e importa un mecanismo, llamado juicio político,  que tiene por objeto la separación de dichos funcionarios y , eventualmente  declararlos incapaces  de ocupar ningún puesto de honor o a sueldo.  
La Constitución Provincial establece en el  artículo 154 que “ El  Gobernador y los Ministros son responsables y pueden ser acusados ante el Senado, en la forma establecida en la sección del “ Poder Legislativo”, por las causas que determina el inciso 2º del artículo 73 de ésta Constitución y por abuso de su posición oficial para realizar especulaciones de comercio”.
En el Juicio Político la Cámara de Diputados actúa como acusadora de los funcionarios anteriormente mencionados y la Cámara de  Senadores tiene la atribución especifica de juzgar a los acusados, constitutyéndose esta última en tribunal al efecto. El fallo que emita el Senado, como anteriormente anticipamos, solamente podrá destituir al acusado y también declararlo incapaz de ocupar ningún puesto de honor o a sueldo de la provincia. La mayoría exigida para lograr dichos resultados es de dos tercios de los votos de los miembros presentes. 

4- En cuanto a la responsabilidad  civil aclaramos preeliminarmente que vamos a marcar algunos ejes principales, sin entrar en el exhaustivo debate doctrinario que gira en torno a muchas cuestiones de la misma.
La responsabilidad civil se define como aquella que consiste en reparar, por medio de una indemnización pecuniaria, el daño que se ha causado a otros, o sea que ser civilmente responsable significa estar obligado a reparar, por medio de una indemnización, un perjuicio sufrido por  terceros.
Los Funcionarios públicos tienen en general el derecho de obrar conforme a las leyes y reglamentos que establecen las formas y límites del ejercicio de sus funciones.Si obran dentro de ellos, su responsabilidad estará cubierta, si por el contrario no cumplen con las formas y límites allí determinados, se verán comprometidos. Concretamente la Responsabilidad civil de los funcionarios se encuentra prevista en el artículo 1112 de nuestro Código Civil al decir: “ Los hechos y las omisiones de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, por no cumplir sino de una manera irregular las obligaciones legales que les están impuestas son comprendidas en las disposiciones de este título.”   
En primer lugar debemos  tener claro que ante daños realizados por el Estado,   puede surgir la responsabilidad de éste  y/o también la de sus funcionarios, por aplicación en éste último caso del artículo 1112 del CC anteriormente transcripto. El problema estriba en determinar como se articulan  dichas responsabilidades, lo cual ha dado lugar a distintas teorías. La más destacadas son :
· Algunos entienden que los administrados tienen  la facultad de dirigir sus acciones indistintamente  contra el funcionario o contra el Estado, o bien hacerlo conjuntamente, pudiendo ejecutar la sentencia contra cualquiera de ellos. 
· Otros sostienen que resulta injusto someter a los funcionarios y agentes a un régimen de responsabilidad directa frente a los particulares
· La postura más rigurosa establece que el  Estado debe responder en forma subsidiaria  sólo cuando el agente o funcionario resulten insolventes. 

	Creemos, que la cuestión de la Legitimación pasiva en la provincia no ha recorrido un feliz camino, pues como trataremos específicamente en el titulo siguiente,  se sumaron varios factores que llevaron exclusivamente  a un único camino: El Estado Provincial Paga, los funcionarios y agentes descansan en dicho principio.
Entre los requisitos de la responsabilidad  del funcionario público tenemos: 
· En primer lugar que el individuo desempeñe una función     pública, cualquiera sea su jerarquía
· Que el acto que produjo el daño se haya realizado en ejercicio de sus funciones, como órgano del Estado.
· Que el o los actos imputables al funcionario   sean contrarios a leyes o reglamentos, visto que la responsabilidad nace, según el artículo 1112 CC, por no cumplirse sino de una manera irregular las obligaciones legales  impuestas. Como contrapartida, siguiendo al destacado autor Trigo Represas (7), señalamos que, habiendo el funcionario cumplido en forma regular sus obligaciones, será irresponsable aunque cause un daño susceptible de apreciación pecuniaria, puesto que el irregular cumplimiento es elemento absolutamente determinante de esta responsabilidad, en cuanto ejercicio de la función pública.        
	
	Por último, en relación al tema en tratamiento señalamos que más allá de todo debate doctrinario y de las reticencias  tanto políticas como judiciales, debemos asumir un compromiso para materializar las responsabilidades  civiles de nuestros funcionarios provinciales, pues sería una forma de comenzar a encarar seriamente  una verdadera  Reforma administrativa y de incidencia política  de nuestro Estado Provincial.    



LEGITIMACIÓN PASIVA. DEMANDABILIDAD DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS

La legitimación pasiva es la que versa sobre la posibilidad de que el demandado se encuentre efectivamente obligado por la pretensión del actor.En otras palabras, es aquella que interroga sobre si el accionado es realmente la persona facultada para controvertir el derecho pretendido. (8) 
Desde hace mucho tiempo se reconoce sin problema alguno que la posibilidad de dirimir los conflictos con el Estado provincial constituye un derecho básico. Pues, creemos que en cuanto a la demandabilidad del mismo se ha generado una búsqueda constante de su responsabilidad, llevando a casos extremos, discutibles o no, el resarcimiento de daños a los administrados. Existe en los hechos una industria de juicios contra el estado, con buena recepción en nuestros tribunales.
	Al margen de ello, lo que si creemos reprochable es que no ha tenido el mismo desarrollo la demandabilidad y la consecuente responsabilidad patrimonial  de los Funcionarios Públicos provinciales. 
	Reproche, que  siguiendo al Dr. Miguel Marafuschi (9), en el caso concreto cae sobre nuestra Suprema Corte Justicia Bs. As.  la que,  pese a la posibilidad que nos daría el nuevo Código contencioso Administrativo de poder codemandar al Estado y al funcionario, no ha dado lugar a tal posibilidad. Pues, ha sostenido expresamente la imposibilidad de que una demanda contencioso administrativa pueda ser incoada contra una persona y no contra la administración. Lo que queda claramente expuesto en el fallo – Rios, Antonio c/ Provincia de Bs. As s/ Daños y Perjuicios- al decir “pretendiéndose la ampliación de la legitimación pasiva respecto de un ex funcionario a los fines de hacer efectiva la responsabilidad civil y personal del mismo en éste proceso y en los términos del artículo 1112 del Código Civil, sólo la persona pública estatal puede revestir calidad de parte demandada en el proceso contencioso administrativo”.
	  Como se observa claramente de lo transcripto esta postura del más alto Tribunal de Justicia de nuestra provincia ha dado lugar a consolidar la irresponsabilidad de nuestros  Funcionarios Públicos provinciales. 
	Asimismo, en estamentos  judiciales  de segunda instancia, con buen criterio se ha hecho lugar a la aplicación del artículo 1112 del Código Civil, posibilitándose así la demandabilidad directa de los funcionarios públicos por daños daños y perjuicios. Concretamente  en el fallo 48181 de la C.1ª CC La Plata, Sala III,   “ Wibrat Germán c/ Acuña Carlos y otros s/ daños y perjuicios, en cuanto a la Legitimación pasiva se sostuvo: ... “los codemandados, en su carácter de funcionarios del Honorable Concejo Deliberante de la Municipalidad de San Vicente se encuentran legitimados pasivamente o comprendidos en el artículo 1112 del Código Civil para ser demandados por haber omitido durante el lapso en que ejercieron como presidente suministrar al actor, en su carácter de Concejal designado, los bienes necesarios para llevar a cabo su función...” 
Por último estimamos que este  criterio sentado por la Cámara Civil,  es el correcto, pues resulta jurídica y éticamente injustificado que aún hoy en nuestra provincia existan Funcionarios Públicos que descansen en el principio de hecho que sustenta su irresponsabilidad patrimonial. 







PROYECTO LEGISLATIVO PROPUESTO

La Responsabilidad de los agentes y funcionarios públicos fue tempranamente establecida en el derecho de fondo Argentino, pues el artículo 1112 de nuestro Código Civil establece que “ Los hechos y las omisiones de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, por no cumplir sino de una manera irregular las obligaciones legales que le son impuestas, son comprendidos en las disposiciones de este titulo”  (Titulo 9 De las obligaciones que nacen de los hechos ilícitos que no son delitos). Sin embargo la jurisprudencia nos ha demostradoque raras veces se ha hecho efectiva la responsabilidad de un servidor público.
En el mismo camino no dudamos en afirmar que, en cuanto a la efectividad de la Responsabilidad Civil de los funcionarios Bonaerenses, no se ha observado una intención ni política ni judicial de materializarla.  Pues en definitiva, el Estado provincial se ha hecho cargo económicamente, a través del pago por daños y perjuicios a terceros con  fondos públicos, de las desaveniencias que han tenido nuestros funcionarios a la hora de llevar adelante la gestión de gobierno.
	Sumado a ello no existen a la fecha mecanismos concretos que apunten a hacer efectivas las responsabilidades en cuestión, pasando por alto de esta manera lo prescripto expresamente en nuestra Constitución Provincial, en donde se pone en cabeza del Poder Legislativo la atribución de “Dictar leyes estableciendo los medios de hacer efectivas las responsabilidades civiles de los funcionarios públicos (artículo 103 inc 8º).
	Más allá de la cuestión jurídica, pensamos que una  reforma política y  administrativa provincial coherente,  implica comenzar a trabajar sobre aquellos puntos que no por casualidad han sido materia esquiva de nuestros gobernantes. Es inadmisible que los administradores públicos no sientan en carne propia la torpeza, negligencia o impericia con  que se  desempeñan en sus funciones y por la cual pagamos todos.
	Motivados en los argumentos antes expresados nos pareció oportuno presentar el presente proyecto legislativo, el que siguiendo los lineamientos establecidos en el ámbito Nacional por el Doctor Reinaldo Vanossi,(expediente  2195-d, 87), propone la creación de un mecanismo para que los funcionarios públicos provinciales que cometan actos ilícitos que den lugar a indemnizaciones, sean citados a juicio como terceros de intervención obligada a los fines de determinar su responsabilidad. 
	Antes de entrar  a la parte medular del  proyecto nos parece necesario acalarar una cuestión que gira en torno a la competencia legislativa de las Provincias en materia de responsabilidad pública. Pues, se ha planteado la pregunta: ¿hasta dónde llegan las facultades  legislativas de las provincias en la materia en cuestión? En  respuesta a dicho problema se encuentran dos lineamientos  claramente marcados, uno de ellos responde a la llamada doctrina civilista que ubica la cuestión dentro del llamado derecho civil o de fondo y la consecuente regulación Legislativa Nacional. Por otro lado encontramos la Doctrina Administrativista, a la cual adherimos, que establece que la regulación de la responsabiliad del Estado por su actuación en el ámbito del derecho público, pertenece al Derecho Administrativo de carácter local, confirmando de ésta manera amplias facultades legislativas de las provincias en materia de responsabilidad.
En apoyo a la segunda postura traemos a colación la sostenido por el Dr. Daniel Nallar ( Jornadas de Responsabilidad el Estado y sus Funcionarios, pág. 451 UA)  el que sostiene que,  en el contexto derivado el sistema Federal de Gobierno, donde las provincias conservan el poder no delegado a la Nación, corresponde a aquellas la facultad de determinar los parámetros a tener en cuenta para responsabilizar al Estado y sus Funcionarios, respetando siempre el orden Contitucional Nacional, con exclución de toda norma de derecho privado.  El hecho de que existan normas de  Derecho Administrativo en leyes dictadas por el Congreso – caso del CC- responde como expresa Reiriz a una autentica“ desubicación metodológica” y de ninguna manera debe llevar a confundir o lesionar las facultades reservadas por los gobiernos provinciales. En el mismo sentido el Dr, Carlos Andreucci( actual Presidente del Colegio de Abogados LP) sostuvo que  “ La responsabilidad el Estado, por su actuación en el ámbito del Derecho Público, pertenece al Derecho Administrativo de carácter local. Puede ser regulada por las Provincias y por Estado Nacional en el ámbito de sus juridiscciones (art 121CN). Para resolver las situaciones de los aparentes casos no previstos, el método del artículo 16 del CC y la analogía resuelven la aplicación de los institutos que conduzcan a una solución legítimas y justa. La Provincia de BS As podría legislar la materia de la misma forma que lo ha hecho en el régimen especial de expropiaciones, pudiendo definir su existencia y extensión”. (Idem cita anterior pág 261 y ss)  
	Entrando Concretamente en el proyecto legislativo presentado,  propiciamos que  en todos los casos que se demande a la Provincia, sus organismos autárquicos o descentralizados, el Fiscal de Estado deberá citar al funcionario al cual se le impute un acto ilícito que haya derivado en un juicio de daños y perjuicios. De ésta manera cuando se traba la litis el funcionario citado pasa a ser parte del juicio en cuestión, alcanzándole así  en su caso,  los efectos de la sentencia que se dicte. Determinada la responsabilidad del funcionario o agente público el Estado Provincial responderá por el todo luego de excutidos los bienes de dichos funcionarios y probada su insolvencia.
	La ventaja de incorporar a los funcionarios pùblicos a los procesos judiciales en cuestión, tiene a nuestro juicio beneficios trascendentales a la hora de materializar la responsabiliad de los mismos, pues,  permite un  amplio ejercicio del derecho de defensa de los propios funcionarios presuntamente involucrados, evita la prescripción de la acción contra los funcionarios así como la frustración de  la acción de regreso contra los mismos y evita actuaciones judiciales posteriores con el dispendio que ello implica.
	Es dable aclarar que en torno al debate existente al alcance de la intervención obligada de teceros, donde se plantea como principal problema determinar si el mismo puede eventualmente ser condenado,   tomamos  la doctrina y jurisprudencia seguida  por el proyecto legislativo del Dr.  Vanossi, donde se establece que al tercero citado obligadamente  debe admitírselo como parte demandada en el pleito y, en la medida del alcance de su responsabilidad debe incluírselo en la sentencia, la cual debe afectarlo como a los litigantes principales, evitándose de ésta manera la posterior acción de repetición contra los funcionarios o agentes públicos posiblemente involucrados. En éste sentido citamos los siguientes Fallos: CNC, Sala L, JA, 1984-III, pàg. 593, SCBA, LL 1985-A-594, CNCivil, Sala D, 6/ 11/85 “ Del Plata Construcciones S. A c/ F.R y Otros s/Daños”). Ver Adolfo Vázquez  “Responsabilidad Aquiliana del Estado y sus  Funcionarios” / La Ley. Pág 502 y ss.           
	Asimismo, se prevé para el caso en que el Estado Provincial se hiciera cargo de la totalidad o parte de lo que le correspondiere al funcionario o agente responsable la retención de haberes a los fines de posibilitar el reembolso de lo pagado por la administración provincial. 
Por último, no dudamos en afirmar que la materialización pecuniaria de la responsabilidad de los funcionarios y agentes públicos es un instrumento de honestidad y decencia republicanas, y en su virtud tal erogación no debe ser  soportada definitivamente por toda la sociedad, sino por los Funcionarios Públicos señalados como culpables.       
	Por todo lo expuesto solicito a los Señores Legisladores acompañen con su voto favorable la presente iniciativa.  
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